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Resumen 

La finalidad de esta investigación es determinar la afectación que sufre el plazo 

razonable cuando se ha requerido prisión preventiva en los procesos complejos. El 

escenario de estudio se enmarca en el distrito judicial de Piura, es de tipo básico y 

de diseño fenomenológico. Como instrumento de recolección de datos se utilizó la 

guía de entrevista, que se aplicó a 10 abogados especializados en derecho penal y 

procesal penal, y la guía de análisis documental, con la que se examinó 02 

sentencias emitidas por el Tribunal Constitucional que prescriben el asunto de esta 

investigación. Los resultados nos muestran que, si estamos frente a la existencia de 

un caso complejo, la fiscalía frecuentemente requiere prisión preventiva, y, al 

vencimiento de ésta solicita prórroga del plazo para seguir investigando, en 

ocasiones el sustento de la prórroga es insuficiente. Se concluyó que, el plazo 

razonable no es una materia gramatical que se encuentra expresa en el 

ordenamiento jurídico, sino que, se tiene que inferir, tomando en cuenta la 

necesidad de un tiempo que sea estrictamente esencial para realizar actos de 

investigación y la necesidad taxativa de requerir prisión preventiva como única 

medida que asegure la presencia del investigado en un proceso complejo.  

Palabras clave: Plazo razonable, prisión preventiva, proceso complejo. 
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Abstract 

 

The purpose of this investigation is to determine the effect on the reasonable time 

period when pre-trial detention has been required in complex proceedings. The study 

scenario is framed in the judicial district of Piura, It is of a basic type and 

phenomenological design. The interview guide, which was applied to 10 lawyers 

specializing in criminal law and criminal procedure, and the document analysis 

guide, which examined 02 sentences issued by the Constitutional Court prescribing 

the subject of this research, both of them were used as data collection instruments. 

The results show us that, if we are faced with the existence of a complex case, the 

prosecutor's office frequently requires preventive detention, and, upon expiration of 

this, requests an extension of the deadline to continue investigating, sometimes the 

support of the extension is insufficient. It was concluded that the reasonable time is 

not a grammatical matter that is expressly included in the legal system, but rather, it 

must be inferred, taking into account the need for a time that is strictly essential to 

carry out acts of investigation and the strict necessity to require preventive detention 

as the only measure that ensures the presence of the investigated  in a complex 

process. 

 

Keywords: Reasonable time, pre -trial detention, complex process
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I. INTRODUCCIÓN  

El proceso penal en nuestro sistema, ha ido evolucionando en los últimos años acorde 

a una corriente iberoamericana, en el que influyó bastante, la idea de un sistema 

acusatorio. Este se materializó en el Código Procesal Penal del 2004 donde 

principalmente se estableció un reparto de funciones entre las partes, tanto la que 

formula la imputación como la que se defiende, el juez adquiere la calidad de tercero 

imparcial, puesto que ya no tiene como función: investigar para dar una solución al 

conflicto; sino únicamente, recibir la información que las partes le proporcionan y dar 

una solución. Además de ello, se definió etapas preclusivas del proceso, formas 

alternativas de solución del conflicto, procesos especiales y etapas en las que 

necesariamente debe haber intervención jurisdiccional. 

No obstante, en la evolución que se ha presentado, siempre ha existido un problema 

latente en la tramitación de la justicia penal; y específicamente, en la excesiva duración 

que implica acceder a ella, siendo que se pensó que con la implementación del Código 

Procesal Penal del 2004 se agilizaría el trámite, sin embargo, ello solo se produce para 

la criminalidad de bagatela - siendo que los delitos complejos siguen siendo extensas 

instancias procesales, con las restricciones a la libertad personal que implica. El 

legislador después de implementar leyes contra el crimen organizado, ha llevado a 

cabo toda una política criminal en el ámbito procesal respecto de la sobre 

incrementación de los plazos vinculados a delitos graves, reformando, por un lado, los 

plazos de la investigación, y por el otro, los plazos de duración de las medidas 

cautelares, incluso creando figuras como la adecuación del plazo - para convalidar 

plazos cuando se cambia la naturaleza del proceso.   

En ese sentido, el plazo dentro del proceso importa un derecho fundamental del sujeto 

sometido a la persecución penal, por lo que resulta imperioso detenerse a analizar lo 

correspondiente a “la celeridad”, puesto que, surge desde el inicio del proceso 

(entiéndase que estamos examinando al proceso penal propiamente dicho, que existe 

para proteger al individuo de la mayor irracionalidad posible del ius puniendi del 

Estado).  
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Cabe precisar que, la inobservancia del plazo razonable en el proceso penal, involucra 

que un imputado pueda permanecer mucho tiempo bajo una investigación o sometido 

a una medida cautelar personal - sin que sean esclarecidos los hechos materia de 

investigación. Como es sabido, el embrague del proceso penal es el Ministerio Púbico 

por intermedio de sus fiscales, ya que, son ellos quienes tienen la titularidad de la 

investigación penal y de ellos emanan las diligencias preliminares.  Es factible decir 

que, el plazo razonable inicia desde que se toma conocimiento de hechos con 

naturaleza delictiva; y, que han sido perpetrados por un individuo posiblemente 

responsable. Ese plazo razonable perdurará a lo largo del proceso penal hasta la 

emisión de una sentencia que disponga una condena o en su defecto, la libertad del 

investigado.  

En vista a que el plazo razonable se subsume en la celeridad procesal, es necesario 

mencionar que, pueden suceder dos posturas que ameritan un debido cuidado. La 

primera, una excesiva celeridad; ya que, en la velocidad desmesurada de un proceso, 

no se puede advertir minuciosamente la responsabilidad penal de un individuo. La 

segunda, una lentitud irrazonable que implica el abuso arbitrario del Derecho, muchas 

veces porque viene seguido de la privación provisional de la libertad. Ambas formas 

son un claro ejemplo de la afectación al debido proceso, así como también, a la tutela 

jurisdiccional efectiva. Por ello, el plazo razonable, tiene que ejecutarse con arreglo a 

la ley sin que se menoscabe la dignidad del investigado.  

Es lógico que, frente a la complejidad de cada caso en concreto, el proceso penal 

tienda a durar demasiado. Se entiende que dicho aplazamiento se debe a las razones 

fáctico-jurídicas que se deben concretar para ratificar los términos de naturaleza 

delictiva; y, poder determinar la responsabilidad penal del investigado que conlleva al 

proceso que se encuentra en curso. Ahora bien, esto no significa que si un caso reviste 

de complejidad - se tenga por justificado - el abuso irracional del plazo necesario en 

los actos de investigación fiscal. 

En los procesos complejos, en especial - los de corrupción o de drogas – es común 

que la Fiscalía haya requerido prisión preventiva a efectos de mantener al imputado 
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presente en todo el proceso, o evitar la obstaculización probatoria. En este tipo de 

procesos, tanto el plazo de investigación como el de las medidas cautelares son 

bastante extensos, por lo que será tarea del juez, evaluar si lo solicitado y concedido, 

constituye un plazo necesario para el esclarecimiento de la responsabilidad penal.  

Se plantea entonces, la formulación del problema ¿Se afecta el plazo razonable en la 

prisión preventiva de los procesos complejos en el distrito judicial de Piura? 

Al mismo tiempo, la justificación de la investigación recae en la importancia de 

profundizar el conocimiento jurídico-práctico sobre el cumplimiento de los plazos en 

los actos procesales, ya que, la investigación fiscal adopta medidas que restringen 

derechos. Este estudio resulta interesante, puesto que despeja todo tipo de dudas 

conceptuales sobre el plazo razonable, en diferencia con otros plazos que se 

encuentran presentes en el proceso penal, de un lado, y el actuar de jueces y fiscales 

como óbice al plazo estrictamente necesario, del otro; se enfatiza sobre la 

desnaturalización de la prisión preventiva como institución, así como también se 

examinan investigaciones internacionales y nacionales para hacer un estudio 

meticuloso; máxime las posturas de múltiples autores que dan cuenta de la afectación 

que sufre el plazo razonable. El estudio de este tema resulta relevante, ya que nos 

conduce a determinar si se cumplen los plazos requeridos por la fiscalía y concedidos 

por el Juzgador - en el que se entiende - es un tiempo necesario para dar cuenta de la 

responsabilidad penal del investigado. Con todo ello, aportar un acercamiento analítico 

objetivo y determinar si en el tiempo de esta investigación, ha existido afectación al 

plazo razonable en la prisión preventiva de los delitos complejos, y, de ser el caso, que 

los imputados que llevan años privados de su libertad sin una acusación formal, sean 

puestos en libertad.  

El objetivo general de la investigación es determinar la afectación al plazo razonable 

en la prisión preventiva de los delitos complejos en el distrito judicial de Piura. En 

cuanto a los objetivos específicos: Primero, analizar si frente a un proceso complejo, 

en que se ha requerido prisión preventiva, el plazo de la medida, se condice con la 

finalidad del proceso. Segundo, analizar el contenido esencial del derecho fundamental 
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al plazo razonable desde la jurisprudencia del Tribunal Constitucional; y tercero, 

determinar si el plazo razonable resulta igual al plazo estrictamente necesario. 

La hipótesis planteada es la siguiente: El plazo estrictamente necesario en el proceso 

penal, está vinculado con el tipo de proceso y los delitos imputados, no obstante, en 

los procesos complejos, los juzgados al imponer medidas o realizar controles de plazo, 

identifican al plazo estrictamente necesario como el plazo máximo legal - lo que afecta 

a este derecho fundamental.   
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II. MARCO TEÓRICO  

Para adentrarse en el tema, es necesario conocer estudios previos a manera de 

antecedentes. Ello, para tener suficiente contexto esencial; y así, entender el problema 

de investigación desde posturas independientes a nivel nacional e internacional. 

El estudio a nivel internacional de Restrepo (2017), en su investigación titulada “Plazo 

Razonable en Investigaciones de violaciones de Derechos Humano”, tuvo como 

objetivo: exteriorizar el derecho del imputado a ser juzgado dentro de un plazo 

razonable; y, se concluyó que, el plazo razonable no solo es un derecho del imputado, 

sino también de la víctima – en el sentido que – para acceder a la justicia; y, a la 

reparación integral, ambas partes se encuentran a la espera de la culminación del 

proceso penal. Así también, por la misma naturaleza del proceso penal, se genera la 

expectativa que el investigado sea privado de su libertad. Es por ello que se exige que 

se lleven a cabo las investigaciones “razonablemente” a fin de no menoscabar un 

derecho tan importante como el de la libertad.  

En este orden de hechos, Serrano (2019) en su investigación llevada a cabo en 

Ecuador, cuyo título es “Prisión Preventiva y el Principio de Proporcionalidad”, nos 

presenta el objetivo de determinar si la aplicabilidad de la prisión preventiva, se condice 

con el principio de proporcionalidad, con el propósito de poder evitar la mayor 

irracionalidad en la aplicación arbitraria del plazo en la prisión preventiva - por parte de 

quienes administran justicia y de quienes investigan la conducta criminal. Finalmente 

se concluye que la discusión del fondo de la Prisión Preventiva, ha sido objeto de 

estudio, tanto por instituciones nacionales como internacionales (relacionadas a los 

Derechos Humanos) y en efecto se concluye que existe un abuso en la imposición de 

la Prisión Preventiva, esta extralimitación, ha cambiado su naturaleza jurídica y su 

razón de ser. Por ello cuando hablamos de Prisión Preventiva, ya no nos referimos 

necesariamente a una medida provisional o cautelar personal, sino que se ha 

convertido en una pena anticipada, una medida en la que pulula la irregularidad.  

Aproximándonos a nuestra realidad nacional, tememos entonces, el estudio de Leva 

(2018) en su investigación titulada “Dilatación del Proceso Penal frente al Plazo 
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Razonable de delitos de corrupción de Funcionarios Públicos, Distrito Fiscal de Madre 

de Dios – 2017, (2018)”, el objetivo aquí, es poder estatuir aquellos factores de la 

Fiscalía, que provocan la ampliación desmesurada del proceso penal, trasgrediendo 

el plazo razonable, estrictamente, en los delitos de corrupción de funcionarios públicos 

in situ del distrito Fiscal de Madre de Dios. Se concluyó estableciendo que, el 

argumento para la ampliación del plazo en la investigación penal, está vinculado a la 

complejidad de cada caso en concreto, lo que produce una clara aberración al derecho 

de ser juzgado dentro de un plazo razonable (por las prórrogas que se solicitan y se 

otorgan). No obstante, un segundo argumento para la dilatación del plazo, se debe a 

la precariedad de la Fiscalía en su sector logístico; y, finalmente al acopio de la carga 

procesal en sus diligencias pendientes de ejecutar, donde del 100% destinado a la 

investigación criminal, solo el 9% se limita a la persecución del ilícito imputado. 

LLempen (2019) en su investigación que lleva por título “El Plazo de la Prisión 

Preventiva”, su objetivo fue indicar cuáles son los requerimientos que motivan a la 

Fiscalía a establecer el plazo de la prisión preventiva. En este orden de hechos, se 

concluye que, si bien la legislación expresa taxativamente el plazo de la prisión 

preventiva, no quiere decir que se aplique genéricamente a cualquier caso con 

relevancia penal. Por consiguiente, se establece también, que frente a la necesidad 

y/o exigencia de la investigación penal, no se debe olvidar que la Fiscalía tiene como 

fin, velar por la defensa de la legalidad, por ello, se tiene que solicitar razonablemente 

la prisión preventiva, a efectos de garantizar la pulcritud en el proceso penal bajo los 

supuestos que señala el código. Empero, también se tiene que asegurar que el 

investigado no permanezca privado de su libertad, más allá del tiempo requerido en el 

que se supone, habría un requerimiento acusatorio o de sobreseimiento por parte de 

la Fiscalía. 

Por su parte, Gonzáles (2019) en su investigación titulada “La duración de la Prisión 

Preventiva y los Efectos del fenómeno de la Prisionización en los Procesado”, tiene 

como objetivo determinar de qué manera se puede otorgar la prisión preventiva a los 

investigados por delitos de corrupción de funcionarios en el Perú durante el 2017 – 

2018, a efectos de reducir el impacto negativo del llamado “fenómeno de 



7 
 

prisionización”. De todo ello, se concluye que para lograr un óptimo cumplimiento del 

debido proceso y alcanzar su fin, la Prisión Preventiva tiene que necesariamente durar 

el tiempo que se ha requerido a efectos de esclarecer los hechos materia de 

investigación; y, no violentar el plazo razonable ni el derecho fundamental a la libertad 

personal del investigado.  

Otra investigación nacional realizada por De la Cruz (2019) titulada “Derecho 

Constitucional al Plazo Razonable y su relación con la investigación Preliminar en el 

Distrito Fiscal de Huaura – año 2017 al 2018”, se tiene como objetivo poder determinar 

si en la etapa de investigación preliminar, se ha cumplido con respetar el derecho 

constitucional al plazo razonable en el distrito fiscal de Huaura dentro de los años 2017 

y 2018 y en qué medida se ha ejecutado. De ello se tuvo como resultado que, la 

exigencia en el cumplimiento de los plazos es de mayor importancia y necesidad, dado 

a que el investigado puede atravesar las distintas etapas que tiene el Proceso Penal, 

y cada una de éstas, tiene sus propios plazos. Entonces, no se debería abusar del 

plazo de cada etapa, porque de ser el caso, estaríamos yendo en contra de un derecho 

constitucional esencial para el individuo como es la Libertad. Se obtuvo como 

conclusión que, uno de los principios constitucionales para el perseguido por la justicia 

penal, es el plazo razonable, en virtud del cual, el Poder Judicial a través de sus Jueces 

y el Ministerio Público de sus Fiscales - como instituciones que administran justicia - 

deben orientar el Proceso Penal en un tiempo necesario y razonable para no perder la 

esencia y naturaleza del Proceso Penal. 

Cada antecedente mencionado se encuentra estrechamente vinculado con esta 

investigación, en el sentido que, se advierte en cada uno de ellos, la afectación al plazo 

razonable en el proceso penal, además, se evidencia que cuando la conducta del 

investigado se enmarca en los márgenes de la complejidad, la afectación al plazo 

estrictamente necesario es aún mayor. No obstante, la prisión preventiva ha mutado 

su naturaleza jurídica. Ambas instituciones vulneran el derecho fundamental a la 

libertad del investigado, así como también al debido proceso, y, por ende, a la tutela 

jurisdiccional efectiva.  
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Pues bien, ya habiéndose mencionado los antecedentes, es menester hacer alusión a 

las siguientes teorías y enfoques conceptuales donde se enmarca esta investigación.  

Torres (2014) alude que el plazo razonable emana del Sistema Europeo de Protección 

de Derechos Humanos, y que posterior a ello, se popularizó en el Sistema 

Interamericano de Protección de Derecho Humanos, y, con el pasar del tiempo logró 

posicionarse en el Tribunal Constitucional Peruano. Hoy se sabe que el plazo 

razonable es una pieza fundamental para el cumplimiento del derecho al debido 

proceso.  

Según Calderón (2017) la realización válida de una diligencia judicial, es importante el 

tiempo en el que se lleva a cabo. Por ello, hablar de plazos en el proceso penal 

constituye una característica esencial en el trascurso de la investigación, debido a que, 

la inobservancia del plazo no afecta la existencia del proceso, sino que transgrede su 

cumplimiento. Es lógico detenerse a analizar esta institución, ya que, a diferencia del 

proceso civil – en el que sus plazos son fatales o perentorios – en el proceso penal, 

los plazos se pueden prorrogar.  

Gonzáles y Montenegro (2017) refieren que el plazo razonable visto desde la óptica 

subjetiva del proceso penal, tiene como objetivo primordial garantizar el derecho a la 

tutela jurisdiccional efectivo, y por ello, debe ser analizado desde cuatro posturas 

adheridas entre sí. Primero, estudiar si el caso en concreto reviste verdaderamente de 

complejidad. Segundo, analizar cómo es la actividad procesal del interesado, es decir, 

si se evidencia alguna conducta obstruccionista que dificulte el desarrollo del proceso 

penal para acceder a justicia. Tercero, verificar el comportamiento de las autoridades 

judiciales, lo que debe entenderse por cómo influyen ellos en el desarrollo del proceso 

en cuanto a sus tiempos y actuaciones procesales. Y finalmente evaluar la afectación 

que se genera en la situación jurídica del interesado, toda vez que, para decidir la 

razonabilidad del plazo, se tome en cuenta cómo afectaría la dilatación del proceso al 

investigado en cuanto a sus deberes y derechos. 

Refiere Calderón (2017) que la naturaleza de la prisión preventiva debe seguir siendo 

de carácter excepcional e imponerse solamente cuando estemos frente a casos 
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predeterminados por la ley que requieran necesariamente la privación de la libertad 

del investigado. Así también, debe tomarse en cuenta que la presunción de inocencia 

es una garantía constitucional que le asiste a toda persona procesada.  

Según Pastor (2004) el proceso penal atraviesa uno de los problemas más serios en 

el mundo jurídico, esto se debe a la excesiva duración del enjuiciamiento. El proceso 

no debería ser tan extenso, de tal manera que sobreviva la figura de la presunción de 

inocencia. La aberración a esta garantía, causa un daño irreparable al proceso y a la 

persona que resulte ser inocente. El proceso penal actual fue dado para actuar de 

manera rápida y eficaz, y lamentablemente su inoperatividad causa daños 

irreversibles.  

Por su parte Viteri (2012) manifiesta que, para garantizarse la eficacia del debido 

proceso, deben cumplirse necesariamente algunos principios y derechos conexos 

tales como: el derecho a la defensa, el principio de contradicción, el principio de 

igualdad de armas, publicidad, presunción de inocencia y la celeridad. Este último 

referido al plazo razonable, y que tanto jueces como fiscales juegan un rol muy 

importante, debido a que, el plazo estrictamente necesario es un derecho de toda 

persona sujeta a una investigación penal.  

Según Sapag (2008) la concepción de razonabilidad supone hacer un análisis de las 

“razones” que existen en el derecho, frente a un caso sujeto a una investigación. Esto, 

para determinar que la norma y la sanción que se van a imponer – sean razonables y 

necesarias, sí y solo así, será una medida justa y se cumplirá la finalidad del proceso, 

es decir, lograr que haya una relación justa entres los hombres en la sociedad.  

Refiere Cabel (2016) que, si bien el proceso se desarrolla en distintas etapas, todas 

ellas conforman una sola unidad indisoluble. Por ello, cada una de las etapas deben 

llevarse a cabo en el tiempo estrictamente necesario y prudente para no vulnerar el 

plazo razonable, por lo que se entiende que los operadores de justicia no deben dilatar 

los plazos indebidamente. 

En ese orden de hechos, Carrión (2016) manifiesta que, la existencia de motivos 

lógicos y racionales que pueden ser demostrados, son la base para que el juzgador 
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garantice un adecuado cumplimiento de administración de justicia. Todo ello se logrará 

respetando el principio de razonabilidad, conjuntamente con respeto de su derecho a 

la libertad, sin que sea afectado por una prisión preventiva otorgada sin sustento 

racional.  

Los procesos complejos a los que se hace referencia en la investigación, están 

comprendidos en la categoría que el legislador establece en el artículo 342 del Código 

Procesal Penal de 2004, que se define como un proceso que reviste una especial 

dificultad dada por las especiales condiciones de la imputación, que puede ser dirigida 

contra una gran cantidad de personas, que afecta a una gran cantidad de agraviados 

o existen muchos hechos que genera imputación por múltiples delitos; siendo ello así, 

tanto los plazo de investigación, como los de las medidas cautelares, normativamente 

son más extensos que los procesos no complejos o simples, pero la razonabilidad no 

viene dada por lo dispuesto por el legislador, sino por las especiales consideraciones 

del caso en concreto.   

El plazo de prisión preventiva para un proceso complejo establecido por el legislador 

«[…]de la prisión preventiva no durará más de dieciocho (18) meses», ello prima facie 

se identifica el plazo de un proceso complejo que tendría un plazo de investigación de 

ocho meses, que podrán ser autorizados por el juez por un periodo similar. Esto nos 

ayudará a determinar en qué casos el plazo de prisión preventiva resulta razonable y 

en qué casos constituirá una infracción de derechos fundamentales.   

Finalmente, Rodríguez (2017) explica que el plazo razonable tiene que circunscribirse 

a la actividad probatoria que tiene que recopilar la Fiscalía dentro de su teoría del caso. 

La dilatación de los plazos sin justificación alguna, conlleva a que el investigado 

presente una tutela de derechos o un control de plazo, para que no se abuse de la 

prisión preventiva en la que se encuentra.  

Cuando se define al plazo razonable, se le atribuye la condición de ser un tiempo 

estrictamente necesario para llevar a cabo determinados actos procesales, e inicia 

desde la detención del imputado hasta el cese del proceso. Es cierto que el legislador 

ha determinado plazos para la duración del proceso penal, pero estos no revisten de 
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la calidad de “plazo razonable”, haciendo pues, la distinción entre el plazo máximo 

judicial, el plazo legal y el plazo razonable propiamente dicho. Este último no puede 

ser impuesto a criterio del juez desde el inicio del proceso, sino que, amerita una 

evaluación constante – a manera de control permanente - para cada caso en concreto. 

Así lo señala Reynaldi (2018). 

Así mismo, el plazo razonable es una garantía que existe frente a la aparición de dos 

aberraciones en el proceso, por un lado, ante cualquier dilatación indebida en el plazo; 

y, por último, cuando se resuelve la controversia en un tiempo sumamente corto. 

Ambas posturas atentan contra el derecho a la defensa de las partes y al debido 

proceso. Por eso, el plazo razonable tiene que comprender un tiempo que sea 

suficiente y necesario para la ejecución de los actos procesales, tal como refiere el 

Tribunal Constitucional en su sentencia emitida el 24 de enero del (2018) en el 

expediente N°01006-2016-PHC/TC. 

El plazo excesivo de un proceso no implica que haya transgresión al plazo razonable, 

sin embargo, sí se muestra como un indicio, ya que la dilatación indebida, prolongada 

puede constituir por sí misma una vulneración de las garantías judiciales. Es obligación 

de los entes correspondientes probar y sustentar la razón por la que se ha solicitado 

la ampliación del tiempo que el que, en principio, sería razonable y necesario para 

dictar una sentencia definitiva - en un caso particular o para cumplir los fines del 

proceso a los que se hace referencia con una determinada medida cautelar, así lo 

señala Landa (2003). 

Entiéndase a la prisión preventiva, como la privación provisional a la libertad de un 

investigado, y, que adquiere calidad de legítima, cuando está sujeta a presupuestos 

estrictamente motivados que respeten las garantías constitucionales. Debe imponerse 

cuando sea irremediablemente necesario para asegurar la pulcritud de la ejecución del 

proceso penal, siempre dentro de un plazo razonable. Manifiesta Peña (2013). 

Desde otra óptica, la prisión preventiva es una medida estrictamente excepcional, y 

que solo se debe imponer cuando se hayan agotados las posibilidades de plantear una 

medida de coerción menos gravosa. Dado que esta medida restringe el derecho 
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fundamental a la libertad, debe ser de última ratio. Se entiende que, con esta privación 

de la libertad se asegura la presencia física del imputado a todas las diligencias que, 

tanto la Fiscalía como el Poder Judicial planteen, así como también para asegurar el 

cumplimiento de una posible pena. Así lo aclara Sánchez (2009). 

A pesar que la prisión preventiva no es una pena adelantada, hace que el imputado 

esté sujeto al proceso penal privado de su libertad. Se entiende que esta privación es 

temporal y se otorga para evitar la posible fuga del investigado o evadir los efectos que 

sean dictados por la justicia. Su duración va a depender si estamos frente a casos 

comunes, complejos o de crimen organizado. Esto lo señala Arbulú (2017). 

Todo lo ya mencionado cobra existencia en el proceso penal, no se puede discutir de 

prisión preventiva, procesos complejos y/o plazo razonable, sino existe el proceso 

propiamente dicho, por ende, se tiene que conocer la naturaleza de éste y su finalidad. 

El proceso penal puede tener tres finalidades, la primera es llegar a la verdad, la 

segunda es castigar al acusado y como última, proteger al investigado del Ius Puniendi. 

En virtud de ello, si fuera llegar a la verdad, no existieran las garantías que protegen 

al investigado; si fuese castigar, el derecho penal carecería de importancia. Proteger 

al investigado de la irracionalidad del sistema de justicia sería lo idóneo. Cavani (2017). 
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III. METODOLOGÍA 

3.1. Tipo y diseño de investigación 

Esta investigación tiene un enfoque cualitativo de tipo básico; y, utiliza el diseño 

fenomenológico empírico. Cabe resaltar que en cuanto al diseño - Hernández, 

Fernández y Baptista (2014) establecen que, la fenomenología como diseño de una 

investigación busca: explorar, descubrir y comprender un fenómeno ligado a un 

colectivo o individuo, el cual se encuentra inmerso en un campo que amerita un estudio 

desde la experiencia de los participantes. Una vez que se detecte el fenómeno, se 

debe recopilar datos sobre las vivencias vinculadas con el problema, crear categorías 

e identificar las unidades de análisis. Este diseño permite a todo investigador estudiar 

los significados, estructuras y esencias del fenómeno que puede variar tanto como la 

experiencia del ser humano. Es así que, al analizar la fenomenología, se puede 

advertir de dos tipos: fenomenología hermenéutica y fenomenología empírica. 

Ayala (2008) establece que en la fenomenología empírica prevalece más la 

experiencia de los participantes, toda vez que, se puede tener una visión más amplia 

del fenómeno y el estudio se torna más fructuoso, por tal motivo esta investigación se 

considera de este tipo. 

3.2. Categorías, subcategorías y matriz de categorización 

Cisterna (2005) propone la elaboración de categorías apriorísticas que posibilitan la 

organización del estudio y/o la estructura de la información utilizada. Es así que, las 

categorías que se identificaron en esta investigación fueron: 

La primera refiere sobre el Plazo Razonable, que como bien lo ha conceptualizado 

Amado (2011), es una garantía del debido proceso. Su presencia es implícita en la 

ejecución de los actos procesales. Además, su duración va a depender de la 

complejidad de cada caso, por ende, es el tiempo necesario para dar cuenta de la 

responsabilidad del investigado. Aquí se presenta una primera subcategoría que es - 

la importancia - como indicador prescribe la determinación de su esencia en el proceso 

penal. La segunda subcategoría es – el cumplimiento – en el que se indicará el nivel 

de inejecución.  
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La segunda categoría conceptual es referente a la Prisión preventiva, a la que Chávez, 

Revelo, Grandéz, del Valle y Sánchez (2013) han definido como la privación de la 

libertad que se le impone al investigado como una medida de prevención para tener 

un estricto control de la ejecución del proceso. Debe respetar necesariamente el 

principio de legalidad y el de presunción de inocencia. Aquí se presenta una 

subcategoría que es - la desnaturalización – ya que indica una medida que atenta 

contra el principio de inocencia y se convierte en una pena anticipada.  

Finalmente, los casos complejos, son la tercera categoría - cuyos presupuestos están 

positivizados en el nuevo Código Procesal Penal (2004) estableciendo siete criterios 

que deben ser cumplidos para decir que es un caso complejo: Uno, con demostrar una 

pluralidad considerable en los actos de investigación. Dos, cuando existan varios 

delitos a investigar. Tres, cuando haya una pluralidad de imputados o agraviados. 

Cuatro, cuando el ilícito penal se haya cometido por integrantes o colaboradores de 

bandas u organizaciones criminales. Quinto, cuando exista la necesidad que realizar 

múltiples pericias que conlleve a un estudio minucioso de documentación con carácter 

de complicado. Sexto, cuando sea necesario gestionar diligencias procesales fuera del 

país. Séptimo, cuando se necesite analizar gestiones de personas jurídicas o 

entidades del Estado Peruano. Aquí se presenta una subcategoría que es - la 

clasificación incorrecta – cuyo indicador corresponde a hacer una disquisición de los 

presupuestos que se requieren para su configuración. 

3.3. Escenario de estudio 

Esta investigación tuvo como escenario de estudio la ciudad de Piura, departamento 

de Piura – Perú. 

3.4. Participantes 

Se tuvo como participantes a 10 abogados especialistas en derecho penal y derecho 

procesal penal (magistrados, abogados litigantes, docentes) 

3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos  

Tal como refiere Hernández, Fernández y Baptista (2014) en su libro "Metodología de 

la Investigación", si un investigador quiere tener un panorama amplio de la 

problemática que pretende analizar, tiene que valerse de múltiples mecanismos para 
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la recolección de datos, que estén estrechamente vinculados al cumplimiento de los 

objetivos que se ha planteado; entre ellos debe existir un nexo de confiabilidad y 

validez. Por ello, las técnicas de investigación proyectadas en el desarrollo de la 

investigación son variadas, pero concatenadas entre sí. Es así que, se aplicó la técnica 

de la entrevista a abogados especialistas en derecho penal y procesal penal, con la 

cual se logró conocer desde sus experiencias, la existencia o no, de la afectación al 

plazo razonable en la prisión preventiva de delitos complejos, por ello, se utilizó como 

instrumento una guía de entrevista.  

El análisis de documentos fue la segunda técnica que se utilizó, con una exhaustiva 

disquisición a dos sentencias emitidas por el Tribunal constitucional, las cuales 

plantean per se, conocimiento jurisprudencial de facto de nuestra realidad en relación 

al plazo razonable y su vulneración en la prisión preventiva otorgada en casos 

complejos, es así que, el instrumento que se empleó fue la guía de análisis de 

documentos. 

3.6. Procedimiento 

Para el procedimiento de esta investigación se tuvo que cumplir tanto con el objetivo 

general, así como también, con los objetivos específicos - a través de la aplicación de 

las técnicas de investigación. Terminando con la aprobación del proyecto, se realizó el 

trámite correspondiente para convenir con los participantes que intervinieron en la 

investigación. Las técnicas que se aplicaron fueron la entrevista a abogados 

especialistas en derecho penal y procesal penal, por un lado, y el análisis documental, 

por el otro, ambas técnicas permitieron la adquisición de información valiosa para este 

estudio, por ello, se han organizado todos los datos adquiridos en una matriz de 

información. Ello permitió un análisis profundo que respondía a las interrogantes que 

sostenía el tema de investigación. En este orden de hechos se realizó una 

triangulación, es decir, se ha discutido entre los resultados que se obtuvieron a través 

de las técnicas, con la doctrina y los antecedes plasmados. 
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3.7. Rigor científico 

Este estudio ha sido minuciosamente analizado por tres expertos, lo cual le da al 

instrumento de investigación la consistencia lógica que necesita, y así también la 

validación. Dichos expertos son: Magíster Sadith Catherine Aponte Coronado, 

abogada de profesión, actualmente es la presidenta del Ilustre Colegio de Abogados 

de Piura, como segundo experto se tuvo al Magíster Pieer Abisai Adrianzen Román, 

abogado de profesión, se desempeña en la actualidad como Juez de Investigación 

Preparatoria en la Corte Superior de Justicia de Amazonas, finalmente, al Magíster 

Omar Gabriel Velasco Palacios, abogado de profesión, en la actualidad es el 

Coordinador de la Escuela Profesional de Derecho de la Universidad César Vallejo - 

Piura. Ellos desde su amplia trayectoria, dan solidez en el tema estudiado. Contando 

con su conformidad y aprobación, por lo que se cumplió con el rigor científico de 

consistencia lógica y transferibilidad explicados por Hernández (2014), pues se da 

cuenta de la relevancia de aporte en futuras investigaciones. 

3.8. Métodos de análisis de datos 

Señala Ramos (2018) que hacer una interpretación correcta en el mundo del Derecho, 

supone el estudio de distintas disciplinas que coadyuven a un mejor resultado del 

problema que se está investigando, es así que, en esta investigación se empleó el 

método dialéctico, éste consiste en la confrontación permanente entre la norma jurídica 

positiva (tesis) con la realidad (antítesis), al punto de analizar si en la práctica se 

advierte de la legalidad de los actos procesales taxativamente positivizados, teniendo 

como resultado un derecho justo e idóneo (síntesis).  

3.9. Aspectos éticos 

Es imperioso decir que, para esta investigación, se ha tomado en cuenta las posturas 

y estudios de distintos autores, preservando, en primer lugar, la propiedad intelectual 

de cada autor, ello, para dar seriedad y sustento a este tópico de análisis, acogiéndose 

a las (Normas APA sexta edición) versión Javeriana. Por lo que se da cuenta que, toda 

la información que se encuentra en este estudio, se obtuvo expresamente de fuentes 

reales y además que, éstas se han utilizado con total trasparencia y responsabilidad 

para el desarrollo de la presente.  
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN  

Los resultados han sido analizados teniendo en cuenta los siguientes especialistas 

quienes son abogados de profesión. Los entrevistados 1,2,3,4 y 5 son abogados 

litigantes y solo el 3 es, además, docente universitario. Los entrevistados 6,7 y 9 son 

asistentes judiciales, por último, los entrevistados 8 y 10 son asistentes de la función 

fiscal.  

Los especialistas entrevistados tienen una amplia trayectoria desenvolviéndose en la 

rama penal y procesal penal; por ende, su experiencia en este tema de investigación 

resulta indispensable. Asimismo, se analizó dos sentencias emitidas por el tribunal 

constitucional, la primera, es la sentencia del expediente N° 00295-2012-PHC/TC, y la 

segunda, es la sentencia del expediente N° 03776-2012-PHC/TC, ambas con relación 

a la afectación del plazo razonable en el proceso penal cuando el caso reviste de 

complejidad, y el investigado está privado provisionalmente de su libertad personal.  

Para estudiar el primer objetivo se han analizado las siguientes tablas: 

 

 



18 
 

Tabla 1.- Respuestas por parte de los especialistas entrevistados, respecto de la 

primera pregunta relacionada con la primera categoría. 

FUENTE: Entrevista elaborada por el autor 

 

PREGUNTA 01 

¿Es necesario restringir la libertad del investigado para lograr el óptimo cumplimiento del 

Proceso penal? 

RESPUESTAS 

ENTREVISTADO 1 ENTREVISTADO 2 ENTREVISTADO 3 ENTREVISTADO 4 ENTREVITADO 5 

No, Existen otras 

medidas menos 

gravosas que no 

menoscaban tanto el 

derecho a la libertad 

del investigado. 

Parece ser que la 

prisión preventiva se 

ha convertido en la 

única medida y eso 

debemos corregir. 

No, lamentablemente 

hay una exigencia 

mayor en otorgar 

prisión preventiva si 

el caso es mediático. 

El juez puede sentir 

la presión social y de 

la prensa en 

aprisionar al 

investigado 

preventivamente. 

No, el investigado 

no debe ser tratado 

como culpable y 

anticiparle una 

pena, eso es una 

aberración al 

principio de 

inocencia. No todos 

los casos merecen 

estar sujetos a la 

prisión preventiva 

No, parece haberse 

normalizado que solo 

la prisión preventiva 

es la única medida 

que existe para que 

el proceso avance 

con éxito. El código 

muestra otras 

alternativas no 

carceleras.  

No, restringir la 

libertad del 

investigado implica 

cumplir con los 

supuestos que el 

código establece. 

Evidentemente es de 

última ratio. 

ENTREVISTADO 6 ENTREVISTADO 7 ENTREVISTADO 8 ENTREVISTADO 9 ENTREVITADO 10 

No, porque existen 

otras alternativas 

para asegurar la 

presencia de 

investigado en el 

proceso. 

No, el Proceso penal 

busca proteger al 

investigado de la 

mayor irracionalidad 

del Ius Puniendi. 

Reprimir su libertad 

es atropellar su 

presunción de 

inocencia. 

Existen medidas 

menos gravosas e 

igual de eficientes. 

Es lamentable que 

cuando un caso 

llega a la prensa, se 

siente presión por 

enviar al 

investigado a 

prisión preventiva. 

No, no se puede 

tratar al investigado 

como si ya fuese el 

responsable de la 

comisión del ilícito 

penal y merezca per 

se, estar encarcelado 

afrontando un 

proceso penal. 

No, se ha tomado a la 

prisión preventiva 

como la única medida 

para asegurar el 

óptimo cumplimiento 

del proceso penal, 

groso error que 

debemos corregir. 

COMENTARIO:  De las respuestas obtenidas, todos los entrevistados muestran absoluta similitud en 

cuanto que la Prisión Preventiva es de última ratio en la investigación penal, ya que, existen otras medidas 

menos lesivas para el investigado en un debido proceso y a todos los derechos filiales a él, además, se 

siente mucha presión en encarcelar al investigado preventivamente cuando el caso es mediático y la prensa 

está detrás. No se encontró discrepancia y/o diferencias. En conclusión, no es necesario restringir la libertad 

del investigado para lograr el óptimo cumplimiento del proceso penal, puesto que, hay medidas 

proporcionales y útiles que son igual de eficientes para que el proceso marche bien.  
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Tabla 2.- Respuestas por parte de los especialistas entrevistados, respecto de la 

segunda pregunta relacionada con la primera categoría. 

PREGUNTA 02 

 Dada su experiencia ¿Qué tan común es que se requiera prisión preventiva en los delitos 

complejos? 

RESPUESTAS 

ENTREVISTADO 1 ENTREVISTADO 2 ENTREVISTADO 3 ENTREVISTADO 4 ENTREVITADO 5 

 

 

Casi siempre 

 

 

 

Casi siempre 

 

 

 

Casi siempre 

 

 

 

Casi siempre 

 

 

 

Casi siempre 

 

ENTREVISTADO 6 ENTREVISTADO 7 ENTREVISTADO 8 ENTREVISTADO 9 ENTREVITADO 10 

 

 

Casi siempre 

 

 

 

Casi siempre 

 

 

 

Casi siempre 

 

 

 

Casi siempre 

 

 

 

Casi siempre 

 

COMENTARIO: De las respuestas obtenidas, todos los entrevistados muestran similitud total respecto de 

que cuando se tiene un caso complejo – casi siempre – se requiere prisión preventiva. No se encontró 

discrepancia y/o diferencias. En conclusión, las disposiciones fiscales casi siempre requieren prisión 

preventiva cuando un caso reviste de complejidad, ello, supone someter al investigado a la restricción de 

su libertad preventivamente para poder tener la plena seguridad de realizar los actos de investigación sin 

entorpecimiento. Se debe tomar en cuenta que se ha cuestionado sobre el requerimiento de la medida; 

más no, del otorgamiento de esta. Así pues, el adverbio de frecuencia con la que se requiere la prisión 

preventiva en los delitos complejos es “casi siempre”. 

FUENTE: Entrevista elaborada por el autor 
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Tabla 3.- Respuestas por parte de los especialistas entrevistados, respecto de la 

tercera pregunta relacionada con la primera categoría. 

PREGUNTA 03 

En audiencias de control de plazo ¿Se resuelve mayormente protegiendo el derecho del 

investigado en un plazo razonable? 

RESPUESTAS 

ENTREVISTADO 1 ENTREVISTADO 2 ENTREVISTADO 3 ENTREVISTADO 4 ENTREVITADO 5 

No siempre, porque 

Fiscalía fundamenta 

que es necesario 

investigar en el 

tiempo que ellos 

crean necesario, 

dentro del parámetro 

máximo de la ley a fin 

de esclarecer la 

responsabilidad del 

investigado en los 

hechos que se le 

imputan. 

Cuando se llevan a 

cabo estas 

audiencias, se suele 

confundir los 

términos: plazo legal 

y plazo razonable, 

por ende, el derecho 

del investigado a ser 

juzgado en un tiempo 

razonable, se ve 

vulnerado. 

Rara vez, Fiscalía 

alude que los actos 

de investigación 

que están 

realizando 

requieren tiempo 

por ser caso 

complejo y, 

además, lo 

resultados no han 

sido remitidos a la 

fecha. 

Es relativo, no todos 

los magistrados 

comparten el mismo 

fundamento jurídico 

respecto del plazo 

razonable. En 

ocasiones si se 

resuelve haciendo 

énfasis a la demora 

de los actos de 

investigación. 

Siempre se pone por 

delante la realización 

de los actos de 

investigación del MP, 

ya que, esclarecerán 

los hecho materia de 

imputación. Dejando 

al investigado como 

víctima de un sistema 

moroso. 

ENTREVISTADO 6 ENTREVISTADO 7 ENTREVISTADO 8 ENTREVISTADO 9 ENTREVITADO 10 
Fiscalía pretende que 

se le otorgue 

prórroga del plazo, 

dado que el tiempo 

que solicitó en su 

momento le resultó 

insuficiente, a veces, 

reviste el caso como 

complejo para ganar 

tiempo 

Desde mi 

experiencia, se suele 

velar por los 

intereses del titular 

de la investigación, a 

efectos de poder 

saberse el futuro 

jurídico del 

investigado. 

El investigado es 

tratado ya como un 

culpable desde los 

actos preliminares, 

y eso distorsiona el 

proceso penal y así 

también, dificulta el 

derecho a su 

defensa. 

A menudo se 

resuelve a favor del 

investigado, y se 

exhorta a la Fiscalía a 

respetar los plazos 

de los actos 

procesales.  

No siempre, ya que, 

mayormente se alega 

la necesidad de tener 

más tiempo. Algunos 

abogados se allanan 

a la prórroga 

solicitada por fiscalía 

y otros, la refutan. 

COMENTARIO: Se aprecia de las respuestas obtenidas que los entrevistados 1,2,3,5,6,7,8 y 10 advierten 

la vulneración del derecho del investigado a ser juzgado en un plazo razonable, y se suele fallar a favor del 

Ministerio Público, sin embargo, los entrevistados 4 y 9 muestran una actitud imparcial, en el sentido que 

consideran que hay ocasiones en las que se exhorta al Ministerio Público respetar los plazos de los actos 

de investigación. En conclusión, cuando se lleva a cabo una audiencia de control de plazo, mayormente se 

ve afectado el derecho del imputado a ser juzgado en un plazo proporcional que sea estrictamente 

necesario.  

FUENTE: Entrevista elaborada por el autor 
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En este orden de hechos, para estudiar el segundo objetivo se han analizado las 

siguientes tablas: 

Tabla 4.- Respuestas por parte de los especialistas entrevistados, respecto de la 

cuarta pregunta relacionada con la segunda categoría. 

PREGUNTA 04 

¿La naturaleza del plazo razonable corresponde a una garantía constitucional ante las 

dilaciones indebidas? 

RESPUESTAS 

ENTREVISTADO 1 ENTREVISTADO 2 ENTREVISTADO 3 ENTREVISTADO 4 ENTREVITADO 5 

Sí, es necesario tener 

en claro los enfoques 

conceptuales de los 

distintos tipos de 

plazos que existen en 

el proceso para no 

caer en error. 

 

Sí, se debe 

garantizar el derecho 

a la tutela 

jurisdiccional 

efectiva, ya sea en la 

lentitud del proceso o 

en la velocidad 

desmesurada con la 

que se puede juzgar 

al investigado.  

Sí, no solo de las 

dilataciones 

indebidas, sino 

también de la 

rapidez con que 

algunos actos 

procesales se 

realizan. 

Sí, también hay que 

agregar que no solo 

en pro de las 

dilaciones 

injustificadas, sino, 

además, que no se 

puede resolver en un 

plazo excesivamente 

breve. 

Sí, muchas veces se 

confunde al plazo 

razonable con el 

plazo legal, y eso no 

debería ocurrir entre 

letrados. 

ENTREVISTADO 6 ENTREVISTADO 7 ENTREVISTADO 8 ENTREVISTADO 9 ENTREVITADO 10 
Sí, caso contrario 

tendríamos procesos 

penales eternos. 

Sí, supone además 

que los actos 

procesales no se 

realicen rápido. 

Sí, aunque muchas 

veces también se 

vea vulnerado, por 

eso la gran 

demanda de 

solicitar audiencias 

de control de plazo. 

Sí, cuando los actos 

de investigación no 

se realizan en su 

momento, entra 

indubitablemente el 

plazo razonable. 

Sí, de no existir el 

investigado pasaría 

largo tiempo 

oprimido. 

COMENTARIO:  De las respuestas recabadas, se aprecia que el todos los entrevistados aceptan que el 

plazo razonable es una garantía constitucional del investigado. Los entrevistados 1 y 5 alegan que existe 

una confusión conceptual entre el plazo razonable y plazo legal. Por otro lado, los entrevistados 2,3,4 y 7 

refieren que el plazo razonable no solo vela por las dilaciones indebidas, sino también cuando el proceso 

avanza con una velocidad desmesurada. En conclusión, el plazo razonable sí es una garantía constitucional 

que le asiste al investigado, ya sea por la dilación injustificada del plazo o por la rapidez con la que avanza 

el proceso. 

FUENTE: Entrevista elaborada por el autor 
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Tabla 5.- Respuestas por parte de los especialistas entrevistados, respecto de la quinta 

pregunta relacionada con la segunda categoría. 

PREGUNTA 05 

 ¿Usted considera que lo dispuesto por el TC - sobre el plazo razonable en los actos 

procesales - es aplicado por los jueces? 

RESPUESTAS 

ENTREVISTADO 1 ENTREVISTADO 2 ENTREVISTADO 3 ENTREVISTADO 4 ENTREVITADO 5 

 
A VECES 

 

A VECES 

 

A VECES 

 

A VECES 

 

 

A VECES 

ENTREVISTADO 6 ENTREVISTADO 7 ENTREVISTADO 8 ENTREVISTADO 9 ENTREVITADO 10 

 

A VECES 

 

A VECES 

 

A VECES 

 

A VECES 

 

A VECES 

 

 

COMENTARIO: De las respuestas obtenidas - por unanimidad – se aprecia que los especialistas 

entrevistados, consideran que los Jueces no suelen siempre aplicar lo que el TC ha dispuesto sobre el 

plazo razonable. No se evidencia contradicciones y/o diferencias. En conclusión, los fundamentos del TC, 

en materia del plazo razonable, no siempre son tomados en consideración por los Jueces, ello obedece a 

cada caso en concreto y a la complejidad de este para realizar los actos de investigación requeridos por el 

Ministerio Público.  

FUENTE: Entrevista elaborada por el autor 
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Tabla 6.- Respuestas por parte de los especialistas entrevistados, respecto de la sexta 

pregunta relacionada con la segunda categoría. 

PREGUNTA 06 

 ¿Cuáles cree usted que sean las razones por las que algunos jueces no aplican los 

criterios del TC, en materia del plazo razonable? 

RESPUESTAS 

ENTREVISTADO 1 ENTREVISTADO 2 ENTREVISTADO 3 ENTREVISTADO 4 ENTREVITADO 5 

Los actos de 

investigación 

requieren tiempo 

para realizarse, y 

tomando en cuenta 

las carencias 

logísticas, es 

"razonable" prorrogar 

el tiempo de 

investigación. 

El juez reviste del 

Iura Novit Curia, por 

ende, su obligación 

es aplicar lo 

dispuesto por el TC 

en esta materia. Me 

resulta absurdo su 

inaplicación.  

Dada la 

complejidad de 

caso y gran carga 

procesal que 

manejan, se 

necesita tiempo 

para investigar y 

para revisar las 

causas.  

Se quiere evadir su 

función de control en 

los actos de 

investigación, por 

ende, tienen a dar 

plazos irracionales. 

 

Los actos procesales 

son indispensables 

en el proceso, ellos 

toman tiempo 

realizarse, más aún si 

es caso complejo. 

Aluden que están 

dentro del plazo que 

el código establece. 

ENTREVISTADO 6 ENTREVISTADO 7 ENTREVISTADO 8 ENTREVISTADO 9 ENTREVITADO 10 
La constitución 

establece la 

autonomía de cada 

juez, por ello, frente a 

cada caso en 

concreto, pueden 

disponer de lo que 

ellos conocen. 

Son autónomos en 

sus decisiones, por 

ello no significa que 

siempre compartan 

el análisis jurídico del 

TC. 

Por la complejidad 

de cada caso, si 

bien conocen la 

postura del TC, les 

es insuficiente 

aplicarlo en ese 

momento. 

Falta de diligencia, 

como no se dan 

abasto por la 

excesiva carga 

procesal que tienen, 

fijan plazos 

desproporcionales 

que se acomoden a 

su apretada agenda. 

Sigue pensándose 

que el plazo que está 

positivizado en el 

código es el único 

plazo que se debe 

tener en cuenta, con 

lo que se cae en un 

serio error. 

COMENTARIO:  De los resultados recabados, se puede apreciar que los entrevistados 1,2,5 y 6 consideran 

que la realización de los actos de investigación toma tiempo, por ende, se imponen tiempos dilatorios. Los 

entrevistados 3 y 8, manifiestan que por la complejidad que reviste el caso en concreto, demanda tiempo 

poder investigar los hechos imputados. Los especialistas 4 y 9, establecen que debido a la carga procesal 

que hay en los despachos – se pretende evadir la función de control en los actos procesales – es así que 

los criterios relacionados al plazo razonable por parte de los jueces, quedan insuficientes. El entrevistado 

7 considera que los jueces son autónomos en sus decisiones, y el 10, manifiesta que se hace caso omiso 

al plazo razonable, porque siempre se impone el plazo máximo legal. En conclusión, las razones por la que 

algunos jueces no aplican los criterios del TC, en materia del plazo razonable, están relacionados a la 

autonomía de cada juez en sus casos, a la excesiva carga procesal de sus despachos y a la complejidad.  

FUENTE: Entrevista elaborada por el autor 
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Ahora bien, para estudiar el tercer objetivo se han analizado las siguientes tablas: 

Tabla 7.- Respuestas por parte de los especialistas entrevistados, respecto de la 

séptima pregunta relacionada con la tercera categoría. 

PREGUNTA 07 

 Dada su experiencia ¿El plazo requerido por el Fiscal, en audiencias de prórroga de la 
investigación en los casos complejos, resulta siendo el estrictamente necesario para 

investigar? 

RESPUESTAS 

ENTREVISTADO 1 ENTREVISTADO 2 ENTREVISTADO 3 ENTREVISTADO 4 ENTREVITADO 5 

A veces. Fiscalía 

siempre solicita el 

plazo máximo legal 

en el que entiende va 

a investigar, y suele 

haber inactividad en 

los actos de 

investigación. 

A veces. Fiscalía 

emite una disposición 

calificando a un caso 

complejo sin cumplir 

los supuestos que 

éste requiere. Lo 

hace para ganar 

tiempo. 

A veces. Cuando he 

solicitado control de 

plazo, en ese día, 

se empezaron a 

realizar actos de 

investigación, por 

eso, cuando se 

tiene tiempo no se 

investiga. 

A veces. Dado que es 

caso complejo, existe 

pluralidad de 

víctimas, imputados, 

actos de 

investigación. Es 

lógico que sea 

necesario la 

prórroga, pero hay 

que controlar que no 

sea excesiva. 

A veces. Por 

estrategia de 

investigación, se 

requiere prórroga, sin 

embargo, se advierte 

que son diligencias 

que se pueden hacer 

en días. 

ENTREVISTADO 6 ENTREVISTADO 7 ENTREVISTADO 8 ENTREVISTADO 9 ENTREVITADO 10 

A veces. Se entiende 

que el plazo 

requerido en un 

primer momento es 

suficiente. En la 

práctica se ve que se 

les vence el plazo por 

no dar seguimiento a 

la carpeta, y allí 

solicitan prórroga.  

No, siempre se les 

otorga el plazo 

máximo en un inicio, 

y sucede que en ese 

tiempo no hacen 

mucho por su carga 

procesal o por 

descuido.  

A veces. Hay 

muchos errores en 

el sistema, y no se 

puede aceptar que 

la ineficiencia, sea 

carga para el 

investigado. 

A veces. Fiscalía 

siempre pide el plazo 

máximo que fija el 

código, en el que se 

entiende va realizar 

los actos de 

investigación. La 

prórroga sin 

justificación resulta 

innecesaria. 

A veces. No tiene 

sentido, lo que no 

hicieron en 8 meses, 

se pretende hacer en 

el plazo que solicitan 

como prórroga. 

 

 

COMENTARIO: De las respuestas obtenidas, se puede apreciar que no existe discrepancia entre los 

entrevistados. Todos excepto el 4, establecen que el Ministerio Público puede realizar sus actos de 

investigación en el plazo que se le otorga desde un principio del proceso, y que la prórroga que solicitan, 

no es porque se quiera seguir investigando, sino que, ha habido un descuido e inactividad en los actos de 

investigación. El entrevistado 4, refiere que es entendible la solicitud de prórroga por parte del Ministerio 

Público, que, si bien es necesaria en los casos complejos, se tiene que tener un control de ésta para no 

caer en irracional o excesiva. En conclusión, el plazo que requiere el fiscal en audiencia de prórroga a 

casos complejos, no resulta estrictamente necesaria para investigar, ya que, se puede evidenciar que en 

el tiempo que se le otorgó en un momento, hubo inactividad procesal y se pretende investigaren el plazo 

que se les pueda conceder en la prórroga. Ello sí vulnera el plazo razonable.  

FUENTE: Entrevista elaborada por el autor 
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Tabla 8.- Respuestas por parte de los especialistas entrevistados, respecto de la 

octava pregunta relacionada con la tercera categoría. 

PREGUNTA 08 

 ¿Considera usted que los requerimientos fiscales de prórroga de investigación, en casos 

complejos con reo en cárcel, vienen acompañados de una motivación adecuada? 

RESPUESTAS 

ENTREVISTADO 1 ENTREVISTADO 2 ENTREVISTADO 3 ENTREVISTADO 4 ENTREVITADO 5 

A veces. La 

motivación debería 

responder a cada 

caso en concreto. 

pero siempre parece 

ser igual para todos, 

como planillas ya 

estructuradas. 

A veces. No quiere 

decir que, porque una 

disposición fiscal 

califica a un caso 

como complejo, sea 

complejo. Se 

necesita de los 

fundamentos de 

hecho y de derecho, 

eso no siempre se 

aprecia. 

A veces. La 

justificación debería 

mostrar qué se hizo 

en el tiempo de la 

investigación. Solo 

se dice que el 

tiempo fue 

insuficiente y 

requieren más.   

A veces. Eso va a 

depender de cada 

fiscal, por ser caso 

complejo se necesita 

ser detallado. 

Deberán, según el 

caso, fundamentar 

fáctica y 

jurídicamente. 

A veces. La 

motivación de fiscalía 

es que necesitan 

tiempo para recabar 

sus actos de 

investigación, por 

ende, consideran 

lógico que se les 

conceda la prórroga. 

ENTREVISTADO 6 ENTREVISTADO 7 ENTREVISTADO 8 ENTREVISTADO 9 ENTREVITADO 10 

A veces. Es sabido 

que se suele usar 

mucho las plantillas 

para los argumentos 

de derecho, sin 

embargo, hay 

fiscales que si 

realizan un análisis 

factico jurídico a 

detalle. 

A veces. Suelo ver 

requerimientos 

genéricos e 

imprecisos, por 

ejemplo: se dice que 

se llamará a 30 

testigos, no se dice 

quienes, para qué, 

cuál es la pertinencia, 

utilidad y necesidad. 

A veces. 

Mayormente se 

pide una prórroga 

de la investigación 

cuando ha habido 

una inactividad en 

los actos que se 

supone, se tuvieron 

que realizar en su 

momento,  

A veces. Se puede 

apreciar que, por 

vencimiento de 

plazos, la fiscalía 

pide prórroga, y 

busca cualquier 

argumento para 

revestir de 

complejidad el caso.  

A veces, el mismo día 

que se vence el plazo 

otorgado en un 

momento para 

investigar, se pide la 

prórroga, y el 

sustento – en 

resumen, es – que 

tienen actos de 

investigación por 

realizar.  

COMENTARIO: De las respuestas aquí plasmadas se puede advertir que, todos los entrevistados – desde 

sus experiencias – han evidenciado que los requerimientos fiscales de prórroga son innecesarios, toda vez 

que, la motivación responde a la necesidad de investigar, pero, se ha evidenciado inactividad en la 

realización de los actos procesales, lo que le da calidad de injustificado y desproporcional a la prórroga 

requerida. Sin embargo, el entrevistado 4, manifiesta que va a depender que cada fiscal para sustentar sus 

fundamentos. En conclusión, los requerimientos de prórroga de investigación en casos complejos con reo 

en cárcel, no siempre vienen acompañados de una motivación adecuada.  

FUENTE: Entrevista elaborada por el autor 
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Tabla 9.- Respuestas por parte de los especialistas entrevistados, respecto de la 

novena pregunta relacionada con la tercera categoría. 

PREGUNTA 09 

 ¿Cuáles considera usted que son los fundamentos que comúnmente son expresados 

por el Fiscal en su requerimiento de prórroga de investigación, en casos complejos con 

reo en cárcel? 

RESPUESTAS 

ENTREVISTADO 1 ENTREVISTADO 2 ENTREVISTADO 3 ENTREVISTADO 4 ENTREVITADO 5 

Que el nuevo código 

procesal penal les da 

potestad para 

solicitar la prórroga, 

ya que, a veces 

tienen que lidiar con 

conductas 

obstruccionistas que 

perturban la actividad 

procesal de la 

investigación. 

Hay casos en los que 

la fiscalía deja pasar 

2 meses sin siquiera 

realizar un solo acto 

de investigación. Sin 

embargo, alega falta 

de tiempo. 

Si bien han 

realizado actos de 

investigación, están 

a la espera de 

algunos resultados 

para recabar los 

elementos de 

convicción y poder 

disponer. 

Cuando es caso 

complejo, se necesita 

tiempo para 

investigar, inclusive, 

con forme avanza el 

proceso - aparecen 

nuevos actos de 

investigación. 

Cuando fiscalía me 

corrió traslado de 

alguna disposición de 

58 tomos, solo me 

otorgó 5 días para su 

revisión. Y ellos 

requieren 8 meses. 

Eso es 

desproporcional. 

ENTREVISTADO 6 ENTREVISTADO 7 ENTREVISTADO 8 ENTREVISTADO 9 ENTREVITADO 10 

Un caso común 

puede adquirir 

complejidad 

conforme avanza el 

proceso, entonces, 

se sustenta que 

existe pluralidad de 

actos de 

investigación, o 

pluralidad de 

agraviados. 

Que, hay testigos que 

son de otras 

ciudades o que los 

informes que han 

requerido a 

entidades, demoran 

en ser remitidas. 

Eso va a depender 

de cada caso en 

concreto, 

generalmente se 

alude que se 

necesitan realizar 

actos de 

investigación fuera 

de distrito judicial, 

olvidando que los 

medios 

tecnológicos hoy en 

día ayudan 

demasiado. 

Que el código les da 

esa facultad de 

solicitar una prórroga 

en su investigación, 

por eso, no implica 

que estén vulnerando 

el derecho del 

investigado a ser 

juzgado en un plazo 

razonable, ya que la 

ley, ha fijado los 

plazos. 

Que se encuentran 

amparados por el 

código procesal 

penal, lo cual, los 

hace estar 

investigando dentro 

de los parámetros 

que la ley manda. 

Según las 

actuaciones 

pendientes, 

necesitan tiempo 

para su realización. 

COMENTARIO: De las respuestas obtenidas, los entrevistados concuerdan que cuando un caso reviste de 
complejidad, el fiscal necesita realizar varios actos de investigación, muchas veces fuera de su distrito 
fiscal, por lo que necesita tiempo. También, como señala el entrevistado 2, suele pasar mucho tiempo sin 
que se haya realizado un solo acto de investigación, por lo que una prórroga es innecesaria e injustificada. 
En conclusión, los fundamentos que ostenta fiscalía, suelen ser la falta de tiempo para investigar, la 
complejidad del caso, y que el código reconoce a la prórroga como un mecanismo para el Ministerio Público, 
entonces, se piensa que se actúa dentro de los parámetros de la ley, haciendo uso de los plazos que se 
establecen en el código. 

FUENTE: Entrevista elaborada por el autor 
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Tabla 10.- Análisis de la sentencia que ha sido expedida por el Tribunal Constitucional 

en el expediente N° 00295-2012-PHC/TC. 

DATOS DE LA SENTENCIA 

Exp. N° 00295-2012-PHC/TC Fecha de emisión 14 de mayo del 2015 

Caso Aristóteles Román vs Corte Superior de Justicia del Callao   

 

Partes que 

intervienen en el 

proceso 

 

Demandante 

 

Aristóteles Román Arce Paucar 

 

Demandados 

Jueces de la tercera sala penal: 

- Peirano Sánchez 

- Benavides Vargas 

- Milla Aguilar 

ANÁLISIS DE LA SENTENCIA 

Se declaró FUNDADA a favor del demandante, dado que se verificó la vulneración del 
derecho del investigado a ser juzgado dentro de un plazo razonable, y, además, la afectación 
a su derecho a la libertad personal. En los fundamentos 6 y 7, se explica cuándo inicia y 
cuándo termina el plazo razonable, concluyendo así que, empieza a correr desde los actos 
preliminares, es decir, desde que la policía toma conocimiento de los hechos delictivos o 
cuando se habla de delitos de acción privada, será desde el inicio del proceso judicial. El 
plazo razonable culmina cuando el órgano jurisdiccional emite su decisión definitiva que 
responde a cuál es la responsabilidad jurídica del investigado. Por ende, será razonable el 
plazo que responda detalladamente, a que el tiempo que se ha requerido para realizar los 
actos de investigación - sea estrictamente necesario y suficiente - con el propósito de definir 
las obligaciones o derechos de las partes. La actuación fiscal y judicial tiene que ser diligente 
y no generar retrasos o lentitud en el proceso. 

FUENTE: Ficha de registro de datos 
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Tabla 11.- Análisis de la sentencia que ha sido expedida por el Tribunal Constitucional 

en el expediente N° 03776-2012-PHC/TC. 

DATOS DE LA SENTENCIA 

 

Exp. N° 

 

03776-2012-PHC/TC 

 

Fecha de emisión 

 

09 de diciembre del 

2015 

 

Caso 

 

Teresa Ojeda vs Corte Superior de Justicia del Callao 

 

Partes que 

intervienen en el 

proceso 

 

Demandante 

 

Teresa Andrea Ojeda Aldave 

 

Demandados 

Jueza del tercer Juzgado Penal Transitorio 

- Alicia Asencio Agama. 

ANÁLISIS DE LA SENTENCIA 

Se declaró FUNDADA, en razón a que sí de acreditó la transgresión a su derecho a ser 

juzgada en un plazo razonable, adicionalmente, la vulneración a su derecho a la libertad 

personal. El TC en sus fundamentos 13 y 14, explica que tener 3 imputados y/o agraviados 

en un solo proceso, no es señal de complejidad, por ende, la investigación no puede 

pretender ser complicada. La conducta de la autoridad judicial debe advertir del cumplimiento 

de los supuestos que enmarcan la complejidad del caso en concreto, y más aún, verificar la 

actuación procesal del Ministerio Público. Los tres criterios que tienen que analizarse para 

ver si efectivamente se vulnera el plazo razonable son, por un lado, verificar cómo es la 

actividad procesal que muestra el investigado, constatar si su conducta en el proceso es 

diligente y no ha provocado demorar o dilaciones innecesarias al proceso penal, el segundo 

criterio es detallar la complejidad del caso en concreto, no basta decir que el asunto es 

complejo, sino que, debe explicarse los factores, así como la naturaleza del ilícito y su 

gravedad, aunado a esto, deben cumplirse también los supuestos que el cuerpo normativo 

señala. 

FUENTE: Ficha de registro de datos 
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A tal efecto, discutiremos los resultados de nuestro primer objetivo específico, a razón 

de conocer si cuando estamos frente a un proceso complejo en el que se haya 

requerido prisión preventiva – el plazo de la medida – se condice con la finalidad del 

proceso penal propiamente dicho. En las tablas 2 y 3 podemos apreciar que los 

especialistas entrevistados concuerdan en su mayoría que, la realidad social actual en 

el Perú, refleja que la naturaleza de la prisión preventiva se ha distorsionado, más aún, 

si el caso que se tiene es expuesto en la prensa, es allí donde los jueces suelen sentir 

una presión socio – mediática potente. El Ministerio Público, por su lado, casi siempre 

requiere prisión preventiva cuando los procesos revisten de complejidad; la tabla 1 

prescribe que no es necesario restringir la libertad del procesado para poder investigar, 

claro, habrá casos excepcionales en los que privar la libertad del investigado sea 

estrictamente imprescindible. La tabla 11, nos muestra que el Tribunal Constitucional, 

exhorta a que cuando un caso reviste de complejidad, no se sustenta un análisis global 

de la materia controvertida, sino que, se tiene que ser preciso y racional. Por ende, se 

tiene que hacer un juicio de valor muy detallado, que nos precise la proporcionalidad 

de la medida, teniendo en cuenta que la ley nos provee de otras alternativas para 

asegurar la presencia del investigado en el proceso.  

Ello coincide con lo que señala Serrano (2019) en su investigación, él alude que la 

institución de la prisión preventiva ha sido analizada por cortes nacionales e 

internacionales, y en efecto, hay una extralimitación en la imposición de esta medida 

que restringe la libertad ambulatoria del investigado, además es desproporcional en 

relación a los actos de investigación que se realizan. Adicionalmente, en el estudio que 

realiza Gonzáles (2019), refiere que la prisión preventiva no debe atentar contra el 

plazo razonable ni el derecho constitucional a la libertad personal del investigado, ya 

que la excesiva duración de esta medida, causa efectos negativos de índole mental en 

el procesado a quien se le presume inocente.  

En la teoría, también hay una gran coincidencia con los resultados obtenidos de los 

especialistas entrevistados, por cuanto, como manifiesta Cavani (2017) el proceso 

penal debe funcionar como filtros necesarios, que frenen la mayor irracionalidad del 

ejercicio del poder punitivo del Estado en contra del investigado, toda vez que, el 
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sistema fiscal y judicial tienen facultades por ley que implican restringir derechos 

fundamentales, uno de ellos es el derecho a la libertad de tránsito. Asimismo, como 

recalca Calderón (2017), la prisión preventiva debe seguir siendo una medida 

excepcional de última ratio, cuando el caso en concreto requiera indubitablemente la 

privación de la libertad personal, además, atender a la imposición de las otras medidas 

que reconoce el código, que son menos gravosas e igual de eficientes que nos 

permiten asegurar la presencia del investigado en el desarrollo del proceso penal. 

En consecuencia, es necesario la evaluación detallada de cada caso en concreto, para 

que, con suficientes elementos de juicio, se pueda imponer una medida que no 

menoscabe radicalmente la libertad de tránsito del investigado. 

El segundo objetivo específico, sobre la base de conocer el contenido esencial del 

derecho fundamental al plazo razonable - desde la jurisprudencia del Tribunal 

Constitucional - se discute el derecho a ser juzgado dentro de un plazo que se 

entiende, debe ser razonable. Este tiempo debe ser suficiente y necesario para realizar 

los actos procesales pertinentes que requiera cada caso en específico, todo ello, con 

el propósito de tener una respuesta definitiva del futuro jurídico del investigado. Tal y 

como reflejan las tablas 4,5 y 6, desde la experiencia de cada especialista entrevistado, 

las diligencias para recabar elementos de convicción no son realizadas desde el primer 

momento de la investigación por parte de la fiscalía, es decir, existe precariedad en la 

actividad investigadora, y que, el plazo razonable debe garantizar el derecho a la tutela 

jurisdiccional efectiva del investigado, al mismo tiempo, los entrevistados, consideran 

que algunos jueces no suelen aplicar los criterios del TC - en materia del plazo 

razonable - puesto que consideran que cada caso en específico necesita un 

tratamiento diferente por la particularidad y complejidad que podría tener, además que, 

cada juez es autónomo constitucionalmente en su decisión y motivación. La tabla 10, 

que explica los criterios del Tribunal constitucional, nos hace un cómputo de tiempo, a 

efectos de saber cuándo inicia y termina el plazo razonable en el proceso penal, y que 

si bien, cuando el Estado toma a una persona como investigada por ser presunto 

responsable de la comisión de un delito, se convierte en sujeto de una persecución 
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penal que no debe ser eterna, sino que, los actos de investigación tienen que ser 

necesarios, suficientes y precisos para lograr los fines de la justicia.   

A esto se ajusta la investigación de Restrepo (2017), quien refiere que el plazo 

razonable es una institución que no solo preocupa al procesado, sino también, a la otra 

parte - en la medida que – cuando se habla de acceso a la justicia, ambas partes 

necesitan conocer el resultado final que acarrea la culminación del proceso. Es 

importante recalcar que el plazo razonable no solo obedece a ser una garantía 

constitucional contra las dilaciones indebidas, sino que también, asiste cuando los 

actos procesales se han llevado a cabo en un plazo excesivamente breve. De igual 

forma, Leva (2018), en su investigación hace un análisis objetivo y detallado, alegando 

que la dilatación del proceso penal en afectación al plazo razonable, se debe a la 

precariedad logística que tiene el Ministerio Público, considerando que la excesiva 

carga procesal atrasa las realización de los actos de investigación, ya que del 100% 

de la actividad destinada la investigación penal, tan solo el 9% se usa para la 

persecución del ilícito imputado.  

Lo que nos dice la teoría también tiene concordancia con los resultados obtenidos, 

como explica Sapag (2008), hablar de razonabilidad supone hacer una disquisición 

sobre los motivos o razones que enmarca lo fáctico y jurídico de cada caso en 

concreto, todo ello, para determinar si la norma coactiva que se va a aplicar se ajusta 

en su totalidad al hecho materia de investigación. Es decir, tiene que haber una 

relación necesaria entre lo que se va a investigar y el plazo que se requiere para ello.  

Es factible decir entonces que el plazo razonable se circunscribe en la actividad 

probatoria, por eso, el tiempo necesita ser estrictamente necesario a los actos de 

investigación y no acogerse a tiempos injustificables y máximos. Además, que, no se 

debe dejar pasar por alto la distinción entre el plazo razonable y el plazo legal. El 

primero, es el género; el segundo es la especie. Mientras que el plazo razonable no 

tiene un parámetro de tiempo fijo, el plazo legal sí, es decir, al plazo legal lo podemos 

encontrar positivizado en la norma, y constantemente se encuentra plasmado como 

intervalos de tiempo. El plazo razonable siempre está presente en el proceso, aunque 
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no se encuentre taxativamente en el código como un plazo que necesite de un tiempo 

objetivo, es una institución vigilante de los plazos legales que sí se encuentran 

enmarcados en la norma. Es por ello que, el plazo razonable obliga a jueces y fiscales 

a ser diligentes en su función de control de los actos procesales.  

En el tercer objetivo específico se discute si el plazo razonable es igual al plazo que 

se entiende es estrictamente necesario para la investigación. Es sabido que la función 

del Ministerio Público - como titular de la investigación - adquiere una intensa carga de 

la prueba cuando se declara la complejidad de un caso, esto implica la dilatación de 

los plazos establecidos en el cuerpo normativo, no prorrogar el plazo, obstruiría – por 

no decir menos – la finalidad de la investigación, por ende, no se alcanzaría justicia. 

Las tablas 7, 8 y 9, reflejan que los especialistas entrevistados, advierten que hay una 

inactividad en el plazo predeterminado de la investigación, además, en la práctica se 

observa que en el momento que se solicita la audiencia de control de plazo, en ese 

mismo día se empiezan a realizar actos de investigación, del mismo modo, encuentran 

irracional que si en el primer plazo de ocho meses que se otorgó para investigar, no 

hubo diligencia en recabar elementos de convicción, no existe justificación para 

prorrogar la investigación. Si se trata de un caso complejo, no basta que la disposición 

fiscal lo prescriba, sino que, se tiene que cumplir con los supuestos que se encuentran 

en el cuerpo normativo motivado a detalle.  

Esto concuerda con lo que Llempen (2019) explica en su investigación, en torno a que 

el plazo que se encuentra consignado en la legislación, no significa que sea el que se 

debe - necesariamente – imponer en la investigación de cada caso, toda vez que se 

tiene que ser proporcional en relación a los actos de investigación que se necesiten 

recabar para determinar la responsabilidad penal del procesado. Aunado a esto, De la 

Cruz (2019), manifiesta en su investigación, que no se debe abusar de los plazos 

máximos que posee cada etapa del proceso, debido a que hay actos de investigación 

que no toman ocho meses para recabar, por ende, es desproporcional e irracional 

someter al investigado a esperar tanto tiempo para conocer su responsabilidad en los 

hechos que se le imputan.  
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La teoría también guarda relación con lo ya mencionado, Pastor (2004), señala que la 

inobservancia del plazo provoca daños al proceso y al investigado que resulte siendo 

inocente. El nuevo código ha sido adecuado para ser eficaces y actuar respetando los 

derechos del investigado, uno de los derechos que le asiste de manera inmediata 

desde su intervención, es el derecho a ser escuchado respetando las garantías en el 

marco de un plazo que sea razonable. Por lo tanto, el plazo estrictamente necesario 

para investigar y esclarecer la responsabilidad del investigado, que se encuentra 

privado de su libertad provisionalmente en un caso complejo, debe responder a 

criterios razonables que determinen que ese intervalo de tiempo, se ajusta al respeto 

de las garantías constitucionales y, además, es suficiente para alcanzar justicia.  

Por todo lo expuesto, al cumplirse cada objetivo específico de esta investigación, se 

ha cumplido también con el objetivo general, de manera que, se puede precisar la 

afectación que sufre el plazo razonable cuando se ha requerido prisión preventiva en 

procesos que revisten complejidad en el distrito judicial de Piura.  
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V. CONCLUSIONES 

 

1.  Se determinó que el pronunciamiento de fondo que se hace sobre el plazo 

razonable en el Distrito Judicial de Piura, es un asunto que se fija 

permanentemente en el proceso penal, y, además, sus efectos involucran a 

todos los casos genéricamente. Su cumplimiento no se determina de forma 

analítico-objetivo con criterios proporcionales y lógicos, teniendo en cuenta las 

exigencias concretas de cada caso, la afectación al plazo razonable es mayor 

cuando el caso reviste de complejidad, ya que, atendiendo a la pluralidad de los 

actos de investigación, se requiere la privación de la libertad individual del 

investigado, lo que vulnera, no solo su derecho a ser juzgado en un plazo 

razonable, sino, además, su derecho a la libertad personal. 

2. Se analizó la naturaleza de la prisión preventiva y se concluye que ésta ha 

mutado, dejó de ser excepcional para ser la única medida que existe en razón 

de asegurar la presencia del imputado en el desarrollo del proceso, dejando en 

desuso las otras opciones menos lesivas que el código prevé. El investigado 

adquiere su tutela judicial efectiva a través del debido proceso, este proceso 

debe respetar sus garantías y principios constitucionales para poder acceder a 

la justicia. La persecución penal -por sí misma - causa afectación a los derechos 

del investigado, aun cuando no se le ha impuesto una medida coactiva, por 

ende, requerir prisión preventiva no supone el óptimo cumplimiento del proceso, 

sino que vulnera la presunción de inocencia, más aún si es un caso complejo 

donde la excesiva duración de ésta, causa daños irreversibles al investigado si 

éste resulta inocente. 

3. Cuando se analizó al plazo razonable, de determinó que éste no es una 

categoría gramatical, por lo tanto, no se le puede introducir la variable “tiempo”, 

por cuanto ello supone tener un inicio (antes), desenlace (durante) y un fin 

(después). El principio constitutivo de éste, es de manifestación implícita, es 

decir, no tiene medición en horas, días o años – si fuese así – caería en una 

regresión infinita o en un intervalo de tiempo que merece ser impuesto. En un 

sentido procesal, el plazo razonable no está explícitamente en la ley; a pesar 
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que la jurisprudencia ha contemplado su (dies a quo) instante en el que 

empieza, y el (dies ad quem) momento en el que termina, sigue siendo una 

evaluación abierta que necesita responder a la necesidad e idoneidad de cada 

caso en específico, es una institución jurídica que siempre está vigilante de los 

plazos legales (estos sí encuentran expresos en el código, han sido 

establecidos por los legisladores y son aplicados por los operadores de justicia).  

4. Se determinó que cuando se realizan actos de investigación - en su mayoría - 

se fundamentan genéricamente para sustentar la razonabilidad del plazo y 

prorrogar el tiempo de investigación, mientras que el procesado sigue privado 

de su libertad de manera provisional. Lo necesario es, en primer lugar, que el 

plazo que va a durar la medida coactiva - prisión preventiva - no sea atemporal. 

La necesidad de la proporcionalidad implica una estrecha relación entre los 

hechos que se van a investigar, y, la justificación del tiempo que requiere el 

Ministerio Público para hacerlo, todo ello, para que se pueda decir finalmente 

que el plazo que se ha requerido, es estrictamente necesario para esclarecer 

los hechos materia de imputación, y, por ende, es un plazo razonable. 
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VI. RECOMENDACIONES 

 

1. Se debe tener en cuenta que hablar de plazo razonable, es sinónimo de control 

constitucional de razonabilidad, ergo, esta garantía tiene que limitar y controlar 

el poder punitivo del Estado, así como también a los actos de investigación, 

para que así, haya una correcta valoración jurídica que no menoscabe 

desmesuradamente el derecho a la tutela judicial efectiva del investigado, y que 

le permita ser juzgado en un plazo razonable.  

2. Se recomienda no hacer un uso abusivo de la prisión preventiva, toda vez que, 

el nuevo código procesal penal del 2004, establece medidas menos lesivas y 

de igual eficiencia para un desarrollo adecuado y justo del proceso penal - en 

aras de un sistema penal eficiente - que respete los plazos necesarios. Al 

investigado no se le tiene que atribuir culpabilidad en las etapas previas a la del 

juzgamiento, por ende, la prisión preventiva no tiene que ser una pena 

anticipada, de ser impuesta sin una motivación minuciosa, ocasiona daños 

irremediables si el investigado resulta ser inocente.  

3. Se exhorta a los jueces y fiscales que, cuando se califique a un proceso como 

complejo, se debe tener una peculiar preocupación en la solicitud y en el 

otorgamiento de prórrogas de la investigación, es decir, tiene que existir una 

debida fundamentación de razones válidas, proporcionales y demostrables que 

conlleven a determinar que ese caso, verdaderamente reviste de complejidad, 

y que, además, es estrictamente necesario el tiempo adicional solicitado, con 

mayor obligatoriedad, si el investigado está provisionalmente privado de su 

libertad individual.  

4. Se sugiere tomar conciencia en que la culpabilidad de la persona que afronta 

una investigación penal, la decide un Juez, más no los medios de comunicación. 

La responsabilidad penal del procesado se discute en una sala de audiencias 

con argumentos jurídicos, no en un set de televisión con valoraciones morales 

o de indignación social. La presión mediática no debe forzar las decisiones 

fiscales y/o judiciales.  
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ANEXOS                                                            ANEXO 01       
                                           MATRIZ DE OPERACIONALIZACIÓN DE CATEGORÍAS 

 

 
PROBLEMA 

 
PREGUNTA DE 

INVESTIGACIÓN 

 
OBJETIVOS 

 
CATEGORÍAS 

 
SUB  

CATEGORÍAS 

 

 
INDICADORES 

El nuevo código 
Procesal Penal del 
2004, arrastra un 
problema latente 
en el Proceso 
Penal. La 
problemática recae 
en la demora de los 
procesos para 
acceder a la 
justicia. Bien se 
sabe que la 
persecución fiscal 
limita derechos, y 
en los procesos 
complejos, el 
derecho 
fundamental a la 
libertad es el que 
se encuentra 
menoscabado. La 
excesiva duración 
del proceso penal 
atenta contra el 
plazo razonable.  

 

 

¿Se afecta el 
plazo 
razonable en 
la prisión 
preventiva de 
los procesos 
complejos 
durante el 
periodo 2018 
- 2019 en el 
distrito 
judicial de 
Piura? 
 

 
Objetivo general: 
Determinar la afectación al plazo 
razonable en la prisión preventiva 
de los delitos complejos durante el 
periodo 2018-2019 en el distrito 
judicial de Piura.  
 
Objetivos específicos: 

1. Analizar si frente a un 
proceso complejo el plazo 
de prisión preventiva 
requerido por el Ministerio 
Público se condice con la 
finalidad del proceso.  

2. Analizar el contenido 
esencial del derecho 
fundamental al plazo 
razonable desde la 
jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional. 

3. Determinar si el plazo 
razonable resulta igual al 
plazo estrictamente 
necesario. 

 

 
 

 
Plazo Razonable 
 

 
 
 
 
 

 
Prisión 

Preventiva 
 
 
 
 
 
 
 

 
Procesos 
Complejos 

Importancia 
 
 
 
 
Cumplimiento 
 
 

 
 
 
Desnaturalización 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
Clasificación 
incorrecta 

Determinación 
de su esencia en 
el proceso penal 
 
 
Nivel de 
inejecución 
 
 
 
Medida que 
atenta contra el 
principio de 
presunción de 
inocencia y se 
convierte en la 
pena anticipada 
 
 
Disquisición de 
los 
presupuestos 
que se requieren 
para su 
configuración 

 

 



 

 

ANEXO 02 

INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS 

 

GUÍA DE ENTREVISTA SOBRE LA “AFECTACIÓN AL PLAZO RAZONABLE EN 

LA PRISIÓN PREVENTIVA DE DELITOS COMPLEJOS, DISTRITO JUDICIAL DE 

PIURA” 

 

FECHA:                                                                  

LUGAR:                      Distrito, Departamento y Provincia de Piura 

INVESTIGADOR:       Samuel Alejandro Flores García 

ENTREVISTADO:        

ESPECIALIDAD:        Derecho Penal 

ICAP:                          N° 
DNI:                            N° 

INTRODUCCIÓN: 

Se busca desarrollar de manera complementaria el desarrollo de la investigación 

mediante la aplicación del presente cuestionario, el cual pretende recabar información 

que ayude a verificar la existencia de la afectación al Plazo Razonable en la Prisión 

Preventiva de delitos complejo, Distrito Judicial de Piura, en donde usted ha sido 

seleccionado (a) para la aplicación del siguiente instrumento. 

OBJETIVO ESPECÍFICO #1: Analizar si frente a un proceso complejo, en que se ha 

requerido prisión preventiva, el plazo de la medida, se condice con la finalidad del 

proceso: 

1) Pregunta 1. ¿Es necesario restringir la libertad del investigado para lograr el 

óptimo cumplimiento del Proceso penal?  

SÍ NO ¿POR QUÉ? 

   

 

2) Pregunta 2. Dada su experiencia ¿Qué tan común es que se requiera prisión 

preventiva en los delitos complejos? 

SIEMPRE CASI SIEMPRE A VECES CASI NUNCA NUNCA 



 

 

     

 

3) Pregunta 3. En audiencias de control de plazo ¿Se resuelve mayormente 

protegiendo el derecho del investigado en un plazo razonable? 

 

 

OBJETIVO ESPECÍFICO #2: Analizar el contenido esencial del derecho fundamental 

al plazo razonable desde la jurisprudencia del Tribunal Constitucional: 

1) Pregunta 4. ¿La naturaleza del plazo razonable corresponde a una garantía 

constitucional ante las dilaciones indebidas? 

SÍ NO APRECIACIÓN 

 

 

 

 

                  

 

 

2) Pregunta 5. ¿Usted considera que lo dispuesto por el TC - sobre el plazo 

razonable en los actos procesales - es aplicado por los jueces? 

SIEMPRE A VECES NUNCA ¿POR QUÉ? 

 

 

 

 

  

 

3) Pregunta 6. ¿Cuáles cree usted que sean las razones por las que algunos 

jueces no aplican los criterios del TC, en materia del plazo razonable? 

 

 



 

 

OBJETIVO ESPECÍFICO #3: Determinar si el plazo razonable resulta igual al plazo 

estrictamente necesario. 

1) Pregunta 7. Dada su experiencia ¿El plazo requerido por el Fiscal, en 

audiencias de prórroga de la investigación en los casos complejos, resulta siendo el 

estrictamente necesario para investigar? 

SÍ NO A VECES ¿POR QUÉ? 

    

 

2) Pregunta 8.  ¿Considera usted que los requerimientos fiscales de prórroga de 

investigación, en casos complejos con reo en cárcel, vienen acompañados de una 

motivación adecuada? 

SÍ NO A VECES ¿POR QUÉ? 

    

 

3) Pregunta 9. ¿Cuáles considera usted que son los fundamentos que 

comúnmente son expresados por el Fiscal en su requerimiento de prórroga de 

investigación, en casos complejos con reo en cárcel? 

  

 

OBSERVACIÓN: Es propicia la oportunidad para agradecerle por su participación en 

la aplicación del presente instrumento de investigación. 

 

 

_____________________________ 

FIRMA DEL ENTREVISTADO 

 

 



 

 

ANEXO 03 

CONSTANCIAS DE VALIDACIONES DE EXPERTOS 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

ANEXO 04 

GUÍAS DE ENTREVISTAS DE LOS PARTICIPANTES 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

ANEXO 05 

SENTENCIAS ANALISADAS 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 



 

 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 


